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PROYECTO DE LEY NÚMERO 32 DE 2014 
SENADO

por la cual se establece la cotización en seguridad 
social de las personas que desarrollan contratos 

de prestación de servicios.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto mejorar las condiciones de las personas que 
se dedican a desarrollar contratos de prestación de 
servicios haciendo más justo y claro el sistema de 
contribución, ayudar a los contratantes a evitar res-
ponsabilidades fiscales, y al Estado la evasión a la 
seguridad social.

Artículo 2°. Las personas que desarrollen con-
tratos de prestación de servicios como afiliados 
obligatorios al sistema de seguridad social tienen 
un ingreso base de cotización equivalente al cua-
renta por ciento (40%) del valor del contrato, en-
tendiendo que el sesenta por ciento (60%) restante 
corresponde a los costos de ejecución de la activi-
dad contratada.

El ingreso base de cotización no podrá ser in-
ferior al salario mínimo legal mensual vigente, no 
obstante cuando el ingreso sea inferior serán benefi-
ciarios del artículo 34 de la Ley 1438 de 2011.

Artículo 3°. Sistema general de seguridad social 
en salud. Atendiendo a la duración del contrato de 
prestación de servicios que se pretenda desarrollar 
la cotización se desarrollará así:

1. Contratos de vigencia indeterminada o supe-
riores a seis meses: el contratista deberá afiliarse o 
pertenecer al régimen contributivo.

2. Contratos de vigencia inferior a seis meses: el 
contratista podrá permanecer en el régimen subsi-
diado en el que se encuentre, y sus aportes se desti-
narán al Fosyga.

En caso de que se encuentre afiliado al régimen 
contributivo sus aportes irán a la entidad a la que se 
haya afiliado1.

Artículo 4°. Sistema general de pensiones. De-
berá realizarse la cotización pensional a la entidad 
que se encuentre afiliada o se afilie el contratista.

Artículo 5°. La seguridad social que se debe can-
celar por la ejecución de los contratos de prestación 
de servicios se paga mes vencido, por ello, ningún 
empleador puede exigir para la ejecución del mis-
mo, afiliación previa al sistema.

No obstante, en virtud del deber de verificación, 
los contratantes en el momento de pagar los hono-
rarios generados cerciorarán el pago de la seguridad 
social correspondiente, en caso de que esta no se 
hubiere realizado retendrán los valores necesarios y 
de acuerdo con el contratista pagarán los mismos de 
conformidad con el artículo 15 parágrafo 1° literal 
e) o entregarán la suma retenida una vez el contra-
tista los cancele.

Artículo 6°. En el caso de los contratistas, las 
EPS presumirán que el no pago de la cotización se 
debe a la terminación del contrato.

Artículo 7°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación, y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias.

Cordialmente,

1	 35 de la Ley 1438 de 2011.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El presente proyecto de ley pretende mejorar 

las condiciones de las personas que se dedican a 
desarrollar contratos de prestación de servicios 
haciendo más justo y claro el sistema de contri-
bución, ayudar a los contratantes a evitar res-
ponsabilidades fiscales, y al Estado la evasión a 
la seguridad social.

En primer lugar, encontramos la realidad notoria 
en la que se encuentran los contratistas del país, para 
acceder al desarrollo de un contrato deben pertene-
cer al régimen contributivo por tanto deben pagar 
el mes previo de seguridad social sobre un salario 
mínimo, es decir, 178.800 pesos:

SMLMV EPS  
12,5%

PENSIÓN  
16%

Aprox.  
al cien

ARL-Tarifa 
mínima: 

0,0052200
Aprox.  
al cien Total

616.000 77.000 98.560 98.600 3.216 3.200 178.800
A su turno, para recibir los honorarios el contra-

tista debe cancelar el 40% sobre el valor del contra-
to, tomando en consideración que este jamás puede 
ser inferior a 1 smlmv, por tanto debe cancelar nue-
vamente 178.800 pesos:

Valor 
Contrato

40% del 
valor de 

contrato o 
SMLMV

EPS  
12,5%

Pensión  
16%

Aprox.  
al cien

ARL-
Tarifa 

mínima:  
0,0052200

Aprox.  
al cien

Total 
empleado 

independiente

1.540.000 616.000 77.000 98.560 98.600 3.216 3.200 178.800
Tenemos entonces que el contratista debe sacar 

de su propio peculio 357.600 pesos para recibir el 
saldo restante, hay que tener presente además que 
debido al tipo de vinculación el contratista no reci-
be ningún tipo de prestación, por lo que para equi-
pararlo con un trabajador ordinario debiera dejar 
mensualmente el 16.6% de lo recibido para autopa-
garse las vacaciones y cesantías. Haciendo el ejer-
cicio sobre un salario mínimo dicha suma asciende 
a 102.256 pesos.

La Ley 100 de 1993 y todas las normas que 
se refieren al Ingreso Base de Cotización respon-
den a la regla general de que se cotiza sobre los 
“ingresos efectivamente percibidos” o “ingresos 
devengados”, por ello la situación enunciada es 
una verdadera desproporción, más cuando para 
cancelar los valores de la seguridad social, las 
personas solicitan créditos del agiotista, y pagan 
intereses en exceso.

Aunado a lo anterior debe tomarse en considera-
ción que las personas que realizan contratos de pres-
tación de servicios con anterioridad al mismo per-
tenecen al régimen subsidiado y, por tanto, deben 
renunciar al mismo con tal de percibir una pequeña 
utilidad. Pregúntese aquí cuánto tarda una persona 
en vincularse al SISBEN, con esta perspectiva no 
parece equidistante la exigencia de renunciar a los 
beneficios proporcionados por el Estado a cambio 
de una labor inestable, más cuando es muy probable 
que la persona no realice ningún uso de los servi-
cios de la entidad prestadora de salud, pero que esta 
sí perciba los ingresos que le reportan la afiliación; 
en este sentido, la Ley 1438 de 2011 avanzó en el 
caso de los trabajadores y en orden a los principios 
de igualdad y coherencia del ordenamiento jurídico 
es forzoso poner en condiciones iguales a los con-
tratistas.

Es claro que para asegurar la vida digna de las 
personas así como su mínimo vital y móvil, junto 
con la dignidad que merece el ejercicio de una pro-
fesión o labor en condiciones justas, la legislación 
debe prever condiciones que le sean favorables.

La normatividad que se propone pretende ade-
más superar las distintas concepciones que sobre los 
contratistas existen en las entidades estatales, dado 
que hay una variedad de conceptos y ello origina 
una aplicación de consecuencias diversas por parte 
del Estado frente a las personas que se encuentran 
en situaciones idénticas, para el efecto consúltese:

http://www.personeriabogota.gov.co/sites/de-
fault/files/publicaciones/CONCEPTO%20APOR-
TES%20SEGURIDAD%20SOCIAL%20CON-
TRATISTA%20DEL%20ESTADO.pdf

http://www.gerencie.com/se-le-debe-exigir-
aportes-a-seguridad-social-a-una-persona-natural-
comerciante.html

http://www.portafolio.co/opinion/blogs/juridica/
verificacion-aportes-seguridad-social-trabajadores-
independientes

Estos portales demuestran que a pesar de que la 
normatividad sobre la materia se encuentra dispues-
ta en las Leyes 100 de 1993, 797 de 2003, 1122 de 
2007 y Decretos 1703 de 2002, 510 de 2003, 1150 
de 2007, 1070 de 2013, 3032 de 2013, dicha disper-
sión es poco favorable para la aplicación uniforme 
del régimen aplicable.

Con esta visión conceptual, se propone en la pre-
sente iniciativa un articulado que pretende unificar 
la normatividad vigente, de manera que quede con-
sagrado:

1. Que las personas que desarrollen contratos 
de prestación tienen un ingreso base de cotización 
equivalente al cuarenta por ciento (40%) del valor 
del contrato sin que sea inferior al salario mínimo 
legal mensual vigente, pero que en esta circunstan-
cia se iguale a las disposiciones aplicables al traba-
jador, es decir, pagar proporcionalmente con apoyo 
del Fosyga artículo 34 de la Ley 1438 de 2011.

2. Que atendiendo a la duración del contrato 
de prestación de servicios se deba afiliar al ré-
gimen contributivo o permanecer en el régimen 
subsidiado.

3. Que sin excepción deba realizarse la cotiza-
ción pensional a la entidad que se encuentre afiliado 
el contratista.

4. Que Atendiendo a la duración del contrato de 
prestación de servicios que se pretenda desarrollar, 
así como a su riesgo, el contratista se afilie o no a la 
seguridad de riesgos profesionales.

5. La seguridad social se debe cancelar por la 
ejecución de los contratos, es decir, mes vencido.

6. Finalmente, las EPS presumirán que el no 
pago de la cotización se debe a la terminación del 
contrato, pues actualmente a pesar de encontrarse 
sin ejecutar contratos de prestación de servicios es-
tas entidades empiezan a acumular saldos en mora 
como si los contratistas estuvieran desarrollando la 
actividad.

En estos términos presento a consideración del 
honorable Congreso de la República la presente ini-
ciativa que propende al mejoramiento de la calidad 
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de vida de los contratistas, la seguridad de los 
empleadores, y la disminución de la evasión.

Cordialmente,

SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 30 del mes de julio del año 2014 se ra-

dicó en este Despacho el Proyecto de ley número 
32 de 2014, con todos y cada uno de los requisitos 
constitucionales y legales por honorables Senadores 
Carlos Enrique Soto Jaramillo, Jimmy Chamorro, 
Maritza Martínez, Mauricio Lizcano, Manuel 
Enríquez, Milton Rodríguez.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 30 de julio de 2014
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto 

de ley número 32 de 2014 Senado, por la cual se es-
tablece la cotización en seguridad social de las per-
sonas que desarrollan contratos de prestación de ser-
vicios, me permito pasar a su Despacho el expediente 
de la mencionada iniciativa que fue presentada en el 
día de hoy ante Secretaría General por los honorables 
Senadores Carlos Enrique Soto, Jimmy Chamo-
rro, Maritza Martínez, Manuel Enríquez, Mauricio 
Lizcano, Milton Rodríguez. La materia de que trata 
el mencionado Proyecto de ley es competencia de la 
Comisión Séptima Constitucional Permanente, de con-
formidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 30 de julio de 2014
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese proyecto de ley de la referencia a la 
Comisión Séptima y envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional con el fin de que la Gaceta del 
Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la 

República,
José David Name Cardozo.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

PROYECTO DE LEY NÚMERO 33 DE 2014 
SENADO

por la cual se fija la cotización en salud  
de los pensionados con menos de seis (6)  

salarios mínimos legales mensuales.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. La cotización mensual al régimen 

contributivo de salud de los pensionados con mon-
tos inferiores a los seis (6) salarios mínimos men-
suales vigentes será del cuatro por ciento (4%) de la 
respectiva mesada pensional. 

Artículo 2º. La presente ley rige a partir de su 
promulgación. 

Cordialmente,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El presente proyecto de ley pretende modificar 

la contribución parafiscal en salud aplicable a los 
pensionados con menos de diez salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, soportado en paráme-
tros de equidad y como acción afirmativa hacia es-
tas personas que son sujetos de especial protección 
constitucional.

La cotización de los pensionados en Colombia 
es un tema que ha ocupado el análisis de la corpo-
ración y del gobierno en múltiples eventualidades, 
no obstante, dichas consideraciones a la fecha no se 
compadecen con la realidad material de este tipo de 
personas.

El tema ha sido regulado por la Ley 100 de 1993, 
el Decreto 806 de 1998, la Ley 1122 de 2007 y fi-
nalmente por la Ley 1250 de 2008, sin observar en 
mi criterio la realidad material que se expondrá en 
este proyecto.

En Colombia el monto de la pensión de vejez está 
previsto para que ascienda del 55 al 65% del ingre-
so base de cotización, salvo que este sea inferior al 
salario mínimo legal mensual vigente, en cuyo caso 
será equivalente a dicha suma. A partir del año 2008 
se estableció que de dicha suma mensual se debería 
destinar el 12% para cubrir la cotización obligatoria 
en salud.

A simple vista tal configuración no presenta un 
problema, sin embargo al detenerse en el análisis de 
esos postulados puede observarse que dicha situa-
ción es vulnerante de los derechos de los pensiona-
dos e inequitativa, toda vez que la persona termina 
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asumiendo en su retiro pensional mayores cargas 
dentro del sistema de seguridad social, cuando de-
bería ser todo lo contrario.

Mientras que un trabajador no pensionado desti-
na el 4% del 100% de los ingresos que percibe men-
sualmente, el pensionado destina el 12% del 55% 
de lo que recibió como empleado, es más aun en 
las condiciones del salario mínimo, debe observarse 
que este grupo poblacional es el que asume la mayor 
carga contributiva del sistema. Siendo que el salario 
mínimo mensual vigente en Colombia para el año 
2014 asciende a 616.000, un trabajador debe apor-
tar tan solo 24.640 pesos y un pensionado 73.920, 
suma que equivale a la cotización de un trabajador 
que devenga 1.848.000 al mes.

El supuesto de hecho por el cual se estableció la 
disposición de la Ley 1250 de 2008, fue precisamen-
te que a este grupo poblacional no le era exigible asu-
mir costos elevados para la manutención del sistema, 
sería impropio en el legislador burlar los postulados 
del artículo 13 y 46 de la Constitución Política.

En esta perspectiva, siendo que de conformidad 
con el artículo 150 numeral 12 de la Constitución al 
legislador le corresponde establecer las condiciones 
en las cuales se presenta la parafiscalidad propongo 
a mis colegas congresistas que trabajemos manco-
munadamente en favor de este grupo poblacional 
que merece especial protección.

Atendiendo los principios en los cuales descansa 
el sistema de seguridad en salud, debemos consi-
derar que al pensionado no le es exigible una carga 
desproporcionada que no se le exigió como emplea-
do, y que se debe realzar el enfoque diferencial del 
sistema.

La Corte Constitucional respecto de las cotiza-
ciones al Sistema de Seguridad Social en Salud, ha 
insistido en que se “trata de rentas parafiscales que 
constituyen un instrumento para la generación de 
ingresos públicos, representadas en forma de gra-
vamen que se establece con carácter impositivo por 
la ley para afectar a un determinado y único grupo 
social o económico, y que debe utilizarse en benefi-
cio del propio grupo gravado”.

Así mismo, que en virtud de la autorización 
constitucional el legislador tiene competencia para 
diseñar normas como la que aquí se presenta: “Si un 
principio jurídico universal consiste en que las co-
sas se deshacen como se hacen, debe preservarse en 
el orden tributario el de que quien crea los graváme-
nes es el llamado a introducir los cambios y adapta-
ciones que requiera el sistema tributario. De allí que 
en tiempo de paz, es al Congreso al que corresponde 
legislar en materia tributaria, con toda la amplitud 
que se atribuye a tal concepto, mediante la creación, 
modificación, disminución, aumento y eliminación 
de impuestos, tasas y contribuciones, bien que éstas 
sean fiscales o parafiscales; la determinación de los 
sujetos activos y pasivos; la definición de los he-
chos y bases gravables y las tarifas correspondien-
tes (artículos 150-12 y 338 C.P.) (Sent. C-222 de 
1995, M.P. José Gregorio Hernández Galindo)”.

En idéntico sentido ha precisado que: “Dentro 
del poder impositivo, por simple coherencia se en-
tiende incluido el de exoneración, que confluye con 
el primero a delinear los contornos del tributo. La 
disminución de la carga impositiva o establecimien-

to de los beneficios fiscales es tarea legislativa, anti-
tética con la que establece el tributo, tarea que tiene 
por objeto restringir el hecho gravado al escoger de-
terminadas hipótesis incluidas en la definición del 
hecho generador o en la hipótesis de sujeción o , 
en otros casos, tiene por propósito incidir sobre los 
elementos cuantitativos del tributo reduciendo par-
tidas que integran la base o la tarifa; pero así como 
no puede decirse que la libertad de configuración 
del legislador para establecer el tributo sea absolu-
ta, tampoco puede admitirse una autonomía política 
del legislador tan amplia en materia de exenciones 
que rebase los principios de justicia y equidad del 
deber de contribuir. Es decir, la configuración nor-
mativa de las exclusiones totales o parciales al de-
ber de contribuir también debe respetar criterios de 
justicia, con el fin de diseñar un régimen tributario 
general, solidario y progresivo”.

Finalmente es preciso apuntar que el límite de 
los seis (6) salarios mínimos legales mensuales se 
postula siguiendo los parámetros de la racionalidad 
legislativa prevista por el artículo 31 de la Ley 1607 
de 2012.

En estos términos, presento a consideración del 
honorable Congreso de la República la presente ini-
ciativa, esperando obtenga todo el apoyo que merece.

Cordialmente,

SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 30 del mes de julio del año 2014 se ra-

dicó en este Despacho el Proyecto de ley número 
33 de 2014, con todos y cada uno de los requisitos 
constitucionales y legales por honorables Senado-
res Carlos Enrique Soto, Maritza Martínez, Manuel 
Enríquez, Jimmy Chamorro, Mauricio Lizcano.

El Secretario General,
Grecorio Eljach Pacheco.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 30 de julio de 2014
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto 

de ley número 33 de 2014 Senado, por la cual se fija 
la cotización en salud de los pensionados con me-
nos de seis (6) salarios mínimos legales mensuales, 
me permito pasar a su Despacho el expediente de la 
mencionada iniciativa que fue presentada en el día 
de hoy ante Secretaría General por los honorables 
Senadores Carlos Enrique Soto, Jimmy Chamorro, 
Maritza Martínez, Manuel Enríquez, Mauricio 
Lizcano. La materia de que trata el mencionado 
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Proyecto de Ley es competencia de la Comisión 
Séptima Constitucional Permanente, de conformi-
dad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 30 de julio de 2014
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese proyecto de ley de la referencia a la 
Comisión Séptima envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional con el fin de que la Gaceta del 
Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la 

República,
José David Name Cardozo.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Gregorio Eljach Pacheco.
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 35 DE 2014 
SENADO

por medio de la cual se reglamenta la participación 
en política de los servidores públicos, de conformi-
dad con el artículo 127 de la Constitución Política 

de Colombia, y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto desarrollar las condiciones en las cuales los 
servidores públicos podrán participar en política 
de acuerdo con lo previsto por el artículo 127 de la 
Constitución Política. 

Artículo 2°. Participación en Política del Servi-
dor Público. Es toda actividad que de manera indi-
vidual o colectiva realiza un servidor público, por 
fuera del normal cumplimiento de sus funciones, y 
por la cual expresa su opinión de apoyo u oposición 
a una causa o campaña política, en razón de activi-
dad o controversia política. 

Se entiende por actividad política la realizada 
por un partido político, movimiento político o grupo 
significativo de ciudadanos, tendiente a intervenir 
en la designación de gobernantes, miembros de cor-
poraciones públicas, o a influir en la formación de 
la política estatal. 

Se entiende por controversia política la realiza-
da por un partido o movimiento político o grupo 
significativo de ciudadanos, tendiente a discutir los 
planteamientos políticos expuestos por otro partido 
o movimiento político, o grupo significativo de ciu-
dadanos, con el fin de obtener representación en los 
distintos niveles gubernamentales o en la formación 
de la política estatal.

Artículo 3°. Ámbito de aplicación. Las disposi-
ciones contenidas en esta ley se aplicarán a todos 
los servidores públicos, pero observando las prohi-
biciones establecidas en el artículo 127 de la Carta 
Política. 

Parágrafo. Las disposiciones de esta ley no se 
aplicarán a los miembros de las corporaciones pú-

blicas: miembros de juntas administradoras locales, 
ediles, diputados, concejales, Congresistas; ni a los 
empleados vinculados a sus unidades de apoyo nor-
mativo y unidades de trabajo legislativo quienes por 
el ejercicio de su labor podrán intervenir en todo 
tipo de actividades políticas y electorales. 

Artículo 4°. Intervención de los Servidores Pú-
blicos. Los servidores públicos previstos en el artí-
culo 3° de la presente ley podrán realizar las siguien-
tes actividades y controversias políticas, siempre y 
cuando las lleven a cabo fuera de las instalaciones 
de la entidad donde laboren y sin utilizar bienes del 
Estado, ni programas oficiales, y las realicen fuera 
del horario laboral: 

a) Participar en la preparación de propuestas de 
la campaña electoral, o formación de la política es-
tatal, así como en eventos de carácter programático 
de la misma; 

b) Asistir a debate foros de discusión y encuen-
tros en el marco de las campañas electorales, o for-
mación de la política estatal; 

c) Participar en simposios, actos públicos, con-
ferencias, foros, congresos, que organicen partidos, 
movimientos políticos o grupos significativos de 
ciudadanos; 

d) Usar y vestir prendas alusivas a la causa con la 
que se identifique. 

Parágrafo 1°. Las personas que se desempeñen 
en los cargos de Presidente y vicepresidente de la 
República, Ministro, Alto Consejero Presidencial, 
Gobernador, Alcalde, Presidentes, Directores, Ge-
rentes y Secretarios del Despacho del orden nacio-
nal, departamental, distrital y municipal, y de las 
entidades descentralizadas territorialmente y por 
servicios, no podrán asistir ni participar en los ac-
tos convocados para promocionar candidatos de los 
partidos o movimientos políticos, o grupos signifi-
cativos de ciudadanos, exceptuando las disposicio-
nes especiales aplicables en el caso de la reelección 
presidencial.

Parágrafo 2°. Los servidores públicos de que tra-
ta el presente artículo, no podrán ostentar represen-
tación alguna en los órganos de dirección o admi-
nistración de los partidos, o movimientos políticos 
o grupos significativos de ciudadanos, ni dignidades 
o vocería en los mismos, salvo que se encuentren en 
uso de licencia no remunerada y el cargo que osten-
ten no implique el ejercicio de jurisdicción o autori-
dad política, civil, administrativa o militar. 

Parágrafo 3°. Quienes pretendan realizar otras 
actividades dentro de las campañas electorales, 
distintas a las autorizadas por la presente ley, o de-
dicarse de tiempo completo a las mismas, deberán 
retirarse de sus cargos, o solicitar licencia no remu-
nerada hasta por ciento veinte (120) días. 

Parágrafo 4°. Las actividades políticas que se 
realicen en campaña electoral anteriormente descri-
tas solo podrán ejercerse dentro de los cuatro (4) 
meses anteriores al día en que se realizarán las res-
pectivas elecciones. 

Artículo 5°. Prohibiciones de los Servidores Pú-
blicos. Sin perjuicio de lo dispuesto en las demás 
normas que regulan la materia, durante la campaña 
electoral los servidores públicos contemplados en el 
artículo 3° de la presente ley, no podrán: 
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a) Difundir propaganda electoral a favor o en 
contra de cualquier partido o movimiento político, o 
grupo significativo de ciudadanos, a través de tele-
visión, radio o de impresos de cualquier naturaleza, 
salvo las excepciones contempladas en la ley; 

b) Coaccionar o determinar, en cualquier forma, 
a los empleados que estén a su cargo, para que res-
palden alguna causa, campaña o candidatos, con el 
fin de determinar la militancia política o el ejercicio 
del voto; 

c) Utilizar bienes del Estado, información reser-
vada o recursos del tesoro público para participar 
en el desarrollo de las actividades o controversias 
políticas; 

d) Realizar actividades relacionadas con orga-
nizaciones políticas o campañas electorales, en las 
instalaciones de las oficinas públicas, o en desarro-
llo de las funciones de su cargo; 

e) Durante la época de campaña electoral, favo-
recer con bonificaciones u otro tipo de prebendas, a 
quienes dentro de la entidad a su cargo participen de 
su misma causa o campaña política;

f) Ofrecer algún tipo de beneficio a los ciudada-
nos o a las comunidades, que induzca a influir en su 
intención de voto; 

g) Recibir remuneración alguna por su actividad 
política; 

h) Desde la inscripción de las candidaturas y has-
ta el día de las votaciones, los servidores públicos 
no podrán inaugurar obras públicas o dar inicio a 
programas de carácter social en reuniones o eventos 
en los que participen candidatos a la Presidencia y 
Vicepresidencia de la República, el Congreso de la 
República, gobernaciones, asambleas departamen-
tales, alcaldías, concejos municipales o distritales y 
juntas administradoras locales; 

i) Emitir opiniones en favor o en contra de algún 
candidato en las instalaciones de las oficinas públi-
cas o en desarrollo de las funciones de su cargo. 

j) La Presidencia de la República, los Ministe-
rios, gobernaciones, alcaldías y las entidades des-
centralizadas del orden nacional, departamental, 
municipal o distrital, dentro de los 4 meses anterio-
res a las elecciones no podrán celebrar convenios ni 
contratos interadministrativos, para la ejecución de 
recursos públicos. Igualmente les queda prohibido 
destinar recursos de las entidades a su cargo, o de 
aquellas en que participen como miembros de sus 
juntas directivas, que se entreguen o distribuyan en 
reuniones con fines proselitistas. 

Solo se podrán celebrar contratos y convenios 
interadministrativos para aquellos asuntos de segu-
ridad nacional, soberanía, emergencia o desastres. 

Parágrafo. La nómina de las entidades del orden 
nacional y territorial o de cualquiera de sus entida-
des descentralizadas, sea en cargos de libre nombra-
miento o remoción, o por prestaciones de servicios, 
no se podrá modificar dentro de los cuatro (4) meses 
anteriores a las elecciones a cargos de elección po-
pular, salvo que se trate de provisión de cargos por 
faltas definitivas, por muerte o renuncia irrevocable 
del cargo debidamente aceptada, y en los casos con-
templados en los literales e), f), g), h), i), j), k) y n) 
del artículo 41 de la Ley 909 de 2004. 

Artículo 6°. Candidatura de servidores públicos. 
Los servidores públicos que dentro de los doce me-
ses anteriores a una elección no hubieren ejercido 
jurisdicción o autoridad política, civil, administra-
tiva o militar, podrán participar como candidatos 
siempre que soliciten licencia no remunerada de 
hasta ciento veinte (120) días. 

En caso de salir electos se producirá su desvin-
culación de la entidad en la que se venían desempe-
ñando de manera automática. 

Artículo 7°. Faltas Disciplinarias. Además de 
las conductas consagradas en los artículos 34 y 35 
de la Ley 734 de 2002, también se consideran faltas 
gravísimas la violación de las prohibiciones estable-
cidas en el artículo 5° de la presente ley. 

Artículo 8°. Derogatorias. La presente ley dero-
ga el artículo 10 del Decreto 2400 de 1968; el artí-
culo 201 del Decreto 2241 de 1986; los artículos 38 
y 39 de la Ley 996 de 2005, y las demás normas que 
le sean contrarias. 

Artículo 9°. Vigencia. La presente ley rige a par-
tir de la fecha de su promulgación. 

Cordialmente,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Antecedentes
El concepto de democracia nació en Grecia 

(500–250 a.C.) donde etimológica y originariamen-
te traduce Gobierno del Pueblo, es decir, interven-
ción de la base popular en la decisión del rumbo de 
la sociedad. Es por ello que este principio implica 
la participación de los ciudadanos. Durante toda la 
historia colombiana, se han perfilado situaciones de 
desequilibrio social e inestabilidad gubernamental, 
considerándose serias modificaciones a las institu-
ciones, los partidos políticos y otra serie de medi-
das, que con base en el movimiento del frente Na-
cional, se procura la necesidad de una transición a 
la democracia hasta el año 1991 que por medio de 
un movimiento ciudadano; se da un vuelco a las ins-
tituciones con la proclamación de una nueva Cons-
titución que establece a Colombia como un Estado 
Social de Derecho, planteándonos el reto de generar 
un pacto social para la satisfacción de los derechos 
fundamentales y la progresiva observancia de de-
rechos, a través de espacios democráticos (art. 1° 
Constitución Política). 

En la nueva carta magna, se plasmaron unos de-
rechos políticos a todos los colombianos, que pre-
viamente estuvieron consagrados en el Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos, los cua-
les tienen una estrecha relación con la democracia, 
porque el ejercicio efectivo de estos es fundamental 
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en la protección de los derechos humanos, que se 
resumen en: 

1. Derecho a participar en asuntos públicos: Es 
el derecho a tomar parte en todas las cuestiones re-
lacionadas con la vida y con el destino de su país. 

2. El derecho a votar: Es el derecho a votar en 
elecciones. 

3. El derecho a ser elegido: Es el derecho a ser 
designado mediante mayoría de votos para ejercer 
un cargo público. 

4. El derecho a tener acceso a las funciones pú-
blicas: Es el derecho a llegar, en condiciones de 
igualdad, al desempeño de los cargos, dignidades 
y oficios que en el país se ejercen para cumplir los 
fines del Estado. 

Los anteriores derechos enunciados, se encuen-
tran materializados en el artículo 40 de la Constitu-
ción Política. 

Antecedentes Constitucionales y Legales: 
La Constitución de 1886, determinaba en su ar-

tículo 62 tal como quedó después del Plebiscito del 
1º de diciembre de 1957 (artículo 6º), de modo pe-
rentorio: 

“(...) 
A los empleados y funcionarios públicos de la 

carrera administrativa les está prohibido tomar 
parte en las actividades de los partidos y en las 
controversias políticas, sin perjuicio de ejercer li-
bremente el derecho del sufragio. 

El quebrantamiento de esta prohibición consti-
tuye causal de mala conducta”. 

Era una prohibición general y absoluta que, para 
tales empleos, no admitía excepciones distintas de 
la correspondiente al voto. 

También lo era la del artículo 178, adoptado en 
la Reforma Constitucional de 1945, respecto de los 
empleados judiciales y del Ministerio Público: 

“Los funcionarios de la rama jurisdiccional y 
los empleados subalternos de la misma, así como 
los del Ministerio Público, no podrán ser miembros 
activos de partidos políticos, ni intervenir en deba-
tes de carácter electoral, a excepción del ejercicio 
del sufragio. La desobediencia a este mandato es 
causal de mala conducta que ocasiona la pérdida 
del empleo”.

No obstante, la Asamblea Nacional Constituyen-
te, el 1° de julio de 1991, voto en la sesión Plenaria 
con cincuenta y tres votos a favor, la posibilidad que 
los empleados públicos puedan participar en activi-
dades y controversias políticas, de conformidad a 
los lineamientos que establezca la ley para tal efec-
to, como consta según certificación expedida el 16 
de julio del mismo año, por el Secretario General, 
publicada en la Gaceta No. 114 de 1991. 

Con anterioridad a la expedición de la Constitu-
ción Política (julio 7 de 1991), se había regulado la 
participación en política de funcionarios estatales, 
a través del Decreto 1647 de junio 27 de 1991, que 
se pretendió declarar su inexequibilidad, situación 
propicia para que la Corte Constitucional hiciera 
sus primeros planteamientos sobre la viabilidad de 

este derecho fundamental, en ese entonces se pro-
nunció1 en los siguientes términos: 

La participación de servidores públicos en acti-
vidades políticas 

Objetivo primordial de la Carta Política de 1991 
fue el de crear las condiciones institucionales indis-
pensables para incrementar y desarrollar los meca-
nismos de participación democrática. Así lo decla-
ra el Preámbulo de la Constitución y lo consignan 
expresamente numerosas disposiciones, entre otras 
las consagradas en los artículos 1º y 2º –la parti-
cipación como característica y fin esencial del Es-
tado–; 3º –la titularidad de la soberanía en cabeza 
del pueblo, que la ejerce directamente o por medio 
de sus representantes–; 40 –derecho de todo ciu-
dadano a participar en la conformación, ejercicio 
y control del poder político–; 95 –deber de parti-
cipar en la vida política, cívica y comunitaria del 
país–; 99 y 100 –ejercicio de derechos políticos–; 
103 a 106 –mecanismos de participación del pueblo 
en ejercicio de su soberanía–; 107 a 111 –partidos 
y movimientos políticos–; 112 –estatuto de la opo-
sición–; 155 –iniciativa popular legislativa–; 170 
–derogatoria de leyes por voto popular–; 258 a 263 
–sufragio y elecciones–; 303 y 314 –elección popu-
lar de gobernadores y alcaldes–; 374 a 379 –parti-
cipación popular en reformas constitucionales–. 

De acuerdo con una de las normas mencionadas, 
la del artículo 40 de la Constitución, todo ciudada-
no tiene derecho a participar en la conformación, 
ejercicio y control del poder político y, para hacer 
efectivo este derecho, puede, además de elegir y 
ser elegido, tomar parte en elecciones, plebiscitos, 
referendos, consultas populares y otras formas de 
participación democrática, constituir partidos, mo-
vimientos y agrupaciones políticas sin limitación 
alguna; formar parte de ellos libremente y difundir 
sus ideas y programas, entre otras actividades. 

El artículo 95 ibídem señala como deber del ciu-
dadano el de participar en la vida política, cívica y 
comunitaria del país.

Con estas normas y con la del artículo 127, inci-
so 3º, buscó la Constitución abrir nuevas oportuni-
dades de practicar la democracia. 

Y es que, como ya lo subrayó esta Corte en Sen-
tencia número T-03 del 11 de mayo de 1992, el prin-
cipio de la participación se constituye en elemento 
esencial dentro de la filosofía política que inspira 
la Carta y en sustento innegable de las nuevas ins-
tituciones. El texto de la papeleta mediante la cual 
el pueblo colombiano votó el 27 de mayo de 1990 
por la convocatoria de una Asamblea Constituyente 
tenía por único propósito expreso el de “fortalecer 
la democracia participativa”. 

(…) 
Es claro que el tema específico de la participa-

ción de los servidores públicos en actividades par-
tidistas, que constituye objeto del presente proceso, 
no puede comprenderse a cabalidad ni es posible 
hacer adecuada interpretación del actual régimen 
constitucional sobre la materia sin tener en cuenta 
los referidos criterios directrices del ordenamiento 
superior, en cuya virtud se quiso ampliar, profundi-
1	 Sentencia C-454 de 1993. Octubre 13 de 1993. Mag. Po-

nente, doctor José Gregorio Hernández.
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zar y extender los instrumentos y las vías de efectiva 
participación política. 

(…) 
Conviene, para los fines de esta providencia, re-

producir el análisis efectuado por la Sala Primera 
de Revisión de la Corte (Sentencia N° T-438 del 1º 
de julio de 1992. Magistrado Ponente: Dr. Eduar-
do Cifuentes Muñoz), en torno a los antecedentes 
constitucionales de la disposición en vigor sobre la 
materia: 

“4. En la Comisión Tercera encargada de redac-
tar el articulado sobre la estructura del Estado tuvo 
especial importancia el tema del régimen del servi-
dor público. Los debates estuvieron marcados por 
la idea de la modernización de la administración 
y de la eliminación de viejas prácticas clientelistas 
propiciadas por los servidores públicos, considera-
das como causa de inmoralidad y descrédito de las 
instituciones del Estado. 

En el marco de estas preocupaciones tuvo lugar 
la polémica sobre la intervención en política de los 
empleados públicos, que finalmente daría lugar a la 
votación del artículo 127 de la Constitución.

La discusión puso en evidencia la existencia de 
dos posiciones encontradas. La primera de ellas era 
partidaria de la prohibición constitucional como 
regla general; la segunda, en cambio, prefería la 
permisión constitucional como regla general. 

5. Los principales defensores de la tesis según 
la cual la participación en política de los funciona-
rios públicos, en cualquiera de sus manifestaciones 
y para toda clase de servidores del Estado, debía 
estar prohibida, fueron los delegatarios Hernando 
Yepes y María Teresa Garcés, quienes presentaron 
el siguiente texto a consideración de la plenaria: 

“Artículo 5°. A los servidores públicos les está 
prohibido tomar parte en las actividades de los par-
tidos y en las controversias políticas sin perjuicio 
que ejerzan el derecho al sufragio. El quebranta-
miento de esta prohibición constituye causal de 
mala conducta”.

6. Por otra parte estaban los partidarios de que 
se permitiera como regla general la participación 
en política de los empleados públicos. 

En este grupo existían dos tendencias: la prime-
ra de ellas consideraba que cualquier excepción 
a la regla general de la participación debía estar 
consagrada en la Constitución y al respecto presen-
taron el siguiente texto: 

“Artículo 5°. A los funcionarios públicos que 
detenten jurisdicción y mando o cargo de direc-
ción administrativa, así como todos los que están 
vinculados a la rama jurisdiccional, la electoral y 
los mecanismos de control les está prohibido tomar 
parte en las actividades de partido o movimientos 
políticos, en las controversias políticas e interve-
nir en debates de carácter electoral sin perjuicio de 
ejercer libremente el derecho al sufragio. El que-
brantamiento de esta prohibición será causal de 
mala conducta”. 

La segunda tendencia del grupo de los parti-
darios de la permisión, sostenía que correspondía 
al legislador establecer todo lo relacionado con la 
posibilidad de la participación en política de los 
funcionarios públicos. Entre los defensores de esta 

idea se encontraban los constituyentes Jesús Pé-
rez, Eduardo Espinosa, así como la propuesta de 
la Cámara de Representantes y la del Gobierno 
Nacional.

(…)
7. Luego de este debate, la mayoría de constitu-

yentes fueron partidarios de abolir la prohibición 
que se tenía a todos los empleados públicos de in-
tervenir en política. Se pensó que la prohibición era 
demasiado restrictiva, que si bien frente a ciertos 
funcionarios se justificaba la prohibición, frente a 
otros no era razonable y podía conducir a excesos 
e injusticias. 

(…) 
En la plenaria del 1° de julio se decidió incluir 

dentro del artículo de incompatibilidades del servi-
dor público este artículo que estaba disgregado de 
este capítulo, donde la prohibición de intervenir en 
política se convirtió en la excepción dentro de la 
regla y será al legislador a quien le corresponderá 
establecer la forma de acceso de los servidores pú-
blicos al plano de la actividad política”. 

Por ello, la Corte Constitucional ha reiterado el 
concepto de participación como derecho fundamen-
tal y como uno de los conceptos con mayor arraigo 
en la Constitución de 1991: 

“No puede ser ajeno a la garantía constitucional 
de los derechos esenciales del hombre el ejercicio 
cierto de los que se enmarcan dentro del ámbito de 
la participación política, ya que estos también son 
inherentes a la naturaleza humana, la cual exige, 
como algo derivado de su racionalidad, la opción 
de tomar parte en el manejo de los asuntos públi-
cos. Ello, desde luego, sobre la base de que exista 
con el Estado el vínculo de la nacionalidad y de 
que se cumplan los requerimientos constitucionales 
y legales para su ejercicio” (Cfr. Corte Constitucio-
nal. Sala Tercera de Revisión. Sentencia T-03 del 11 
de mayo de 1992). 

“Los derechos políticos de participación (C.P. 
art. 40) hacen parte de los derechos fundamenta-
les de la persona humana. El hombre sólo adquiere 
su real dimensión de ser humano mediante el re-
conocimiento del otro y de su condición inaliena-
ble como sujeto igualmente libre. Los derechos de 
participación en la dirección política de la socie-
dad constituyen una esfera indispensable para la 
autodeterminación de la persona (C.P. Art. 16), el 
aseguramiento de la convivencia pacífica y la con-
secución de un orden justo (C.P. Preámbulo, Art. 
2º)”. (Cfr. Corte Constitucional. Sala Segunda de 
Revisión. Sentencia T-439, 2 de junio de 1992. Ma-
gistrado Ponente: Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz). 

Del mandato constitucional transcrito se dedu-
cen sin dificultad los principios aplicables al asunto 
del que se ocupa la Corte: 

1. La prohibición de tomar parte en las activida-
des de los partidos y movimientos y en las contro-
versias políticas no es general para los servidores 
del Estado y de sus entidades descentralizadas, sino 
que únicamente cobija a quienes encajen dentro de 
las hipótesis planteadas en la norma, cuyo alcance 
es, por lo tanto, restringido. 



Gaceta del Congreso  393 	 Viernes, 1º de agosto de 2014	 Página 9

La regla general consiste hoy en permitir tales 
actividades aun a los servidores públicos, con las 
siguientes excepciones: 

a) Aquellos que –bien al servicio del Estado o 
de sus entidades descentralizadas– ejercen jurisdic-
ción, autoridad civil o política o cargos de direc-
ción administrativa. Se trata únicamente de aque-
llos empleados que adoptan decisiones en cualquie-
ra de los campos dichos; 

b) Quienes integran la rama judicial, o los órga-
nos electoral o de control. Aquí no interesa el nivel 
del cargo que se desempeñe sino el papel que jue-
ga, dentro de la organización del Estado, el cuerpo 
al que se pertenece. Se trata de una garantía adi-
cional de plena imparcialidad e independencia del 
empleado. 

2. En todo caso, no resulta afectado el ejercicio 
del derecho al sufragio. 

3. Los empleados no comprendidos en la prohi-
bición están autorizados expresamente por la pro-
pia Constitución para participar en esas activida-
des y controversias. Se deja en cabeza de la ley la 
definición de las condiciones en que ello se haga, 
pero no la potestad de extender la prohibición más 
allá de la previsión constitucional. 

(…) 
El artículo 209 de la Constitución, aplicable a 

los servidores públicos mencionados en la norma 
que se examina, define con claridad el ámbito de 
la función administrativa y declara que ella está al 
servicio de los intereses generales, señalando la im-
parcialidad como uno de los principios en los cua-
les se fundamenta. 

Considera la Corte que existen linderos precisos, 
fijados por la misma Constitución, entre el derecho 
individual que, como persona, tiene el servidor pú-
blico cobijado por el inciso 3º del artículo 127 de 
ella –que le permite tomar parte en actividades y 
controversias políticas en las condiciones que seña-
le la ley– y la actividad que, como servidor público, 
desarrolla, la cual está exclusivamente enderezada 
al cumplimiento de las funciones que le imponen la 
Constitución, la ley y el reglamento (artículos 122, 
123 y 209 C.N.). 

Por ello, abusa de sus derechos el empleado o 
funcionario que utiliza los elementos de su despa-
cho para hacer proselitismo o para desempeñar en 
cualquier sentido la actividad política; el que dis-
pone del tiempo de servicio u horario de trabajo 
para gestionar ese tipo de intereses; el que usa con 
los mismos fines información reservada tomada de 
los archivos de la entidad pública a los cuales tie-
ne acceso por razón de su cargo; el que ejerce sus 
competencias de modo tal que inclina la balanza 
del aparato estatal a favor de una determinada co-
rriente o movimiento político. 

En fin, la participación en política –hoy permi-
tida por la Constitución en los términos dichos– no 
dispensa al servidor del Estado del cumplimiento de 
sus deberes constitucionales ni puede interferir con 
la actividad pública y si acontece que estos princi-
pios resultan contrariados en la práctica, se tiene 
un abuso del derecho, sancionable con arreglo a las 
leyes. Ello explica normas como la del inciso final 
del artículo 127 y la del artículo 110, a cuyo te-

nor está prohibido a quienes desempeñan funciones 
públicas hacer contribución alguna a los partidos, 
movimientos o candidatos, o inducir a otros a que 
lo hagan, salvo las excepciones que establezca la 
ley. El incumplimiento de cualquiera de estas pro-
hibiciones –dice la norma– será causal de remoción 
del cargo o de pérdida de la investidura. 

Con base en las anteriores consideraciones, se 
puede definir que todos los derechos políticos que 
tienen los servidores públicos están totalmente au-
torizados, pero que actualmente se encuentran cas-
trados porque no existe norma alguna que regule el 
tema atinente a su participación activa en el ejer-
cicio del poder político, a través de la difusión de 
las ideas y programas de partidos, movimientos y 
agrupaciones políticas sin limitación alguna (art. 40 
núm. 3 Constitución Política). 

Con la expedición de la Ley 996 de 2005, culmi-
nó favorablemente la regulación de la participación 
en política de los servidores públicos, la cual innu-
merables veces fue considerada en las entrañas del 
Congreso de la República. 

En tal ocasión, a través del Título III de la citada 
ley, se dispuso los parámetros mediante los cuales 
los servidores públicos podían hacer proselitismo 
político y estableciendo prohibiciones como com-
plemento de esta actividad, instituyendo: 

Artículo 37. Intervención en política de los ser-
vidores públicos. A excepción de los empleados del 
Estado que se desempeñen en la Rama Judicial, en 
los órganos electorales, de control y de seguridad, 
los demás servidores públicos autorizados por la 
Constitución podrán participar en las actividades 
de los partidos o movimientos políticos, movimien-
tos sociales o grupos significativos de ciudadanos, 
sin ostentar en ellos representación alguna en sus 
órganos de gobierno o administración, ni digni-
dad en los mismos o vocería, según los términos 
establecidos por la presente ley. No podrán recibir 
remuneración alguna por el desarrollo de sus ac-
tividades políticas, mientras se desempeñen como 
servidores del Estado. 

Parágrafo. Quedan exceptuados de las limita-
ciones establecidas en el presente artículo, los Con-
gresistas, Diputados, Concejales y Ediles, así como 
los funcionarios de las respectivas corporaciones, 
en los términos y de conformidad con la legislación 
que los rige. 

Artículo 39. Se permite a los servidores públi-
cos. Los servidores públicos, en su respectiva juris-
dicción, podrán: 

1. Participar en simposios, conferencias, foros, 
congresos que organicen sus partidos. 

2. Inscribirse como miembros o militantes de sus 
partidos.

3. Formar parte como miembros permanentes de 
la organización de base de los centros de estudio o 
academias de formación de los partidos, sin osten-
tar cargo de dirección o dignidad en la respectiva 
organización. 

4. Contribuir a los fondos de sus partidos, mo-
vimientos y/o candidatos, pero en ningún caso po-
drán autorizar libranzas a cargo de su remunera-
ción como servidores públicos. 
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No obstante, mediante Sentencia C-1153 de 
20052, la Corte Constitucional declaró inexequi-
bles estos postulados normativos, considerando 
grosso modo, por la falta de determinación en la 
regulación, al no fijar límites concretos a una ac-
tuación que si bien es permitida, es de forma ex-
cepcional; al respecto se pronunció en el siguien-
te sentido: 

TÍTULO III. Participación en política de los ser-
vidores públicos

a. Artículo 37. Intervención en política de los 
servidores públicos 

(…) 
Si bien el artículo 127 constitucional prevé la 

participación en política de los funcionarios públi-
cos, y el inciso 1º del artículo indica que existe una 
prohibición general para tal participación y que de 
permitirse la actuación de los funcionarios estará 
subordinada a la ley estatutaria, la Sala encuentra 
que el artículo 37 no es claro ni específico en la 
determinación de las condiciones de participación. 

La falta de determinación hace insuficiente la re-
gulación, puesto que no fija límites a una actuación 
que si bien permitida por la Carta lo es en forma 
excepcional y no como regla general. Tal apertura 
de la disposición deriva en la posibilidad de que 
la participación en política termine yendo en detri-
mento del desarrollo de la función pública en virtud 
del olvido de las tareas encomendadas en la ley a 
los funcionarios en razón de la dedicación a las ac-
tividades políticas. 

El proyecto de ley estatutaria debió fijar las con-
diciones para que los servidores públicos diferentes 
al Presidente pudieran participar en política. Lo 
anterior con el fin de promover el equilibrio en-
tre los candidatos, velar porque el ejercicio de la 
actividad política no opacara el desarrollo de las 
funciones públicas al servicio del interés general y 
evitar abusos en cabeza de quienes ostentan cargos 
públicos.

La indeterminación de la manera en que, en el 
artículo 37, se pretendió desarrollar la regulación 
necesaria para el ejercicio de la actividad política 
permite toda forma de participación en tal área a 
favor o en contra de cualquier candidato. Lo an-
terior, no importando la capacidad de aprovechar 
la situación de poder del funcionario, por ejem-
plo, como Ministro, director de entidad, Alcalde o 
Gobernador. Esta amplitud, se repite, contraría la 
Carta. 

La Corte precisa no obstante, que la declarato-
ria de inexequibilidad del artículo en estudio se da 
sin perjuicio de que una ley estatutaria posterior 
desarrolle la materia. (Subrayado fuera de texto). 

En consecuencia, la Corte declarará inexequible 
el artículo 37. 

(…) 
b) Artículo 39. 
El legislador en el artículo 39 estableció varias 

formas de participación en política de los servido-
res públicos, a saber: 
2	 Noviembre 11 de 2005. Mag. Ponente, doctor Marco Ge-

rardo Monroy Cabra.

• Participación en simposios, conferencias, foros 
o congresos organizados por el partido. 

• Inscribirse como miembros o militantes del 
partido. 

• Ser parte de los miembros permanentes de la 
organización de base de los centros de estudio o 
academias de formación de los partidos no osten-
tando cargo de dirección o dignidad en la organi-
zación. 

• Contribuir a los fondos de los partidos, movi-
mientos y/o candidatos, sin que esto implique auto-
rizar libranzas a cargo de su remuneración como 
servidores públicos. 

En primer lugar, la Corte no encuentra objeción 
alguna al hecho de que se permita la inscripción 
como miembro de partido al servidor público que 
participa en política, pues la inscripción a un parti-
do es una de las formas mínimas o básicas del ejer-
cicio de los derechos políticos de todo ciudadano y 
no implica, propiamente, una intervención en polí-
tica de los funcionarios públicos. No obstante, no 
sucede igual con la expresión “o militantes” con-
tenida en el numeral segundo del artículo 39, pues-
to que la posibilidad de participar activamente en 
una campaña electoral, implicada en la acción de 
militar, es demasiado amplia e indeterminada, más 
aún cuando no se prevé bajo qué circunstancias de 
modo, tiempo y lugar puede darse tal militancia. 

Padecen de la misma vaguedad los numerales 
primero, tercero y cuarto. En efecto, no se define de 
qué manera, durante cuánto tiempo y en qué espa-
cios físicos el funcionario público que intervenga 
en política podrá participar en simposios, confe-
rencias, foros y congresos organizados por el par-
tido; tampoco se definen tales circunstancias para 
la participación como miembros permanentes de la 
organización de base de los centros de estudios o 
academias del partido. 

Por su parte, en lo atinente a la contribución a 
los fondos de los partidos, movimientos y/o candi-
datos la ley no regula siquiera de manera mínima el 
monto, el momento y la forma (en dinero, en especie 
o con el servicio mismo del funcionario público) en 
que tales contribuciones pueden darse. 

La inexequibilidad de los apartes indicados se 
refuerza aún más teniendo en cuenta la declara-
toria de inconstitucionalidad del artículo 37 que 
preveía, en términos generales, la participación en 
política de los funcionarios públicos. 

Por tanto, la Sala declarará exequible el 39, salvo 
los numerales primero, tercero y cuarto, así como la 
expresión “o militantes”, numerales y expresión que 
se declaran inexequibles. Retiradas del ordenamien-
to jurídico las expresiones anteriores, el texto restan-
te del artículo en cuestión, que se declara exequible, 
se limita a autorizar a los servidores públicos a ins-
cribirse como miembros de sus partidos. 

Con base en esta circunstancia, que nuevamen-
te deja sin piso jurídico el ejercicio de un derecho 
político, la Procuraduría General de la Nación, me-
diante Directiva Unificada No. 023 del 27 de Enero 
de 2006, pretendió establecer unas directrices, en 
aras de evitar las recurrentes practicas sancionables 
por la intervención en política o uso indebido de 
los bienes públicos (inmuebles, muebles y medios 
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de comunicación masivos o telemáticos) durante 
el periodo pre y electoral, estipulando además de 
la prohibición general de participar en política, la 
proscripción de:

“3.1. Presionar, constreñir o determinar, en 
cualquier forma, a subalternos para que respalden 
algún candidato, causa, campaña o controversia 
política. 

3.2. Difundir propaganda electoral a favor o en 
contra de cualquier partido, agrupación o movi-
miento político, a través de publicaciones, estacio-
nes oficiales de televisión, radio o imprenta pública, 
a excepción de las intervenciones autorizadas en el 
artículo 23 de Ley 996 de 2005. 

3.3. Aumentar los recursos destinados a la publi-
cidad del Estado. 

3.4. Favorecer con promociones, bonificaciones 
o ascensos indebidos a quienes, dentro de la en-
tidad a su cargo, participen en su misma causa o 
campaña política. 

3.5. Ofrecer cualquier tipo de beneficio directo, 
particular, inmediato e indebido para los ciudada-
nos o para las comunidades, mediante obras o ac-
tuaciones de la administración pública, con el obje-
to de influir en la intención de voto. 

3.6. Inaugurar obras públicas y dar inicio a pro-
gramas de carácter social en reuniones o eventos 
en los que participen candidatos a la Presidencia 
y Vicepresidencia de la República, al Congreso de 
la República, u otros cargos de elección popular, o 
sus voceros. 

3.7. Destinar los recursos públicos de las entida-
des a su cargo, o los de aquellas en las que participe 
como miembro de sus juntas directivas, para el fi-
nanciamiento de reuniones de carácter proselitista. 

3.8. Efectuar contribuciones a los partidos, mo-
vimientos políticos o candidatos, o inducir a otros 
para que lo hagan. 

3.9. Utilizar sus cargos para participar en las 
actividades de los partidos, movimientos políticos o 
controversias del mismo orden”. 

Todas las normas que se han citado, la jurispru-
dencia y directivas, consolidan los antecedentes a 
un tema tan importante como lo es el que se preten-
de regular con la presente iniciativa legislativa con 
el objeto de ponerle fin a la ambigüedad normativa 
que se presenta sobre la materia. 

La presente iniciativa consta de ocho (8) artícu-
los incluida su vigencia, así:

Artículo 1° trata sobre el objeto de la ley, el cual 
es el desarrollar el parágrafo 3° del artículo 127 de 
la Constitución Política, estableciendo las condi-
ciones en las cuales los Servidores públicos podrán 
participar en política. 

El artículo 2°, define que es la participación en 
política de un servidor público; que se entiende por 
actividad política y controversia política. 

El artículo 3°, señala el ámbito de aplicación de 
la ley estableciendo que dichas disposiciones les se-
rán aplicables a los servidores públicos que no han 
sido excluidos por el mandato constitucional pre-
visto en el artículo 127 y a su vez establece como 
excepciones a los miembros de las corporaciones 
públicas: miembros de juntas administradoras loca-

les, ediles, diputados, concejales, congresistas y ni a 
los empleados vinculados a sus unidades de apoyo 
normativo y unidades de trabajo legislativo. 

El artículo 4°, en este artículo se señala de mane-
ra puntual las actividades en las cuales pueden par-
ticipar los servidores públicos, siempre y cuando las 
realicen fuera de las instalaciones de la entidad a la 
cual está vinculada, fuera del horario laboral y sin 
utilizar los recursos públicos para tales fines. 

El artículo 5°, establece las prohibiciones en las 
cuales quedan inmersos los servidores públicos en 
la etapa electoral. 

El artículo 6°, establece como faltas disciplina-
rias las conductas consagradas en los artículos 34 
y 35 de la Ley 734 de 2002, también se consideran 
faltas gravísimas las prohibiciones establecidas en 
el artículo 5º de la presente ley. 

El artículo 7°, establece la derogatoria expresa 
del artículo 10 del Decreto 2400 de 1968; el artículo 
201 del Decreto 2241 de 1986; los artículos 38 y 39 
de la Ley 996 de 2005, y tácita las demás normas 
que le sean contrarias.

El artículo 8°, establece la vigencia.
Con fundamento en lo expuesto, me permito pre-

sentar a consideración del Congreso de la Repúbli-
ca, el presente proyecto de ley, con el fin que surta 
el respectivo trámite legislativo para su aprobación. 

Cordialmente, 

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 30 de julio de 2014
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyec-

to de ley número 35 de 2014 Senado, por medio de 
la cual se reglamenta la participación en política de 
los servidores públicos, de conformidad con el artícu-
lo 127 de la Constitución Política de Colombia, y se 
dictan otras disposiciones, me permito pasar a su des-
pacho el expediente de la mencionada iniciativa que 
fue presentada en el día de hoy ante Secretaría General 
por los honorables Senadores Carlos Enrique Soto,  
Milton Rodríguez, Maritza Martínez, Jimmy 
Chamorro, Manuel Enríquez y honorable Repre-
sentante Atilano Giraldo. La materia de que trata el 
mencionado proyecto de ley es competencia de la Co-
misión Primera Constitucional Permanente, de confor-
midad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.
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PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 30 de julio de 2014
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese proyecto de ley de la referencia a la 
Comisión Primera envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional con el fin de que la Gaceta del 
Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la 

República,
José David Name Cardozo.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Gregorio Eljach Pacheco.
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 36 DE 2014 
SENADO

por la cual se estatuyen las vacacione 
s individuales de la Rama Judicial.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto regular el disfrute del derecho al descanso 
remunerado de los funcionarios y empleados públi-
cos de la Rama Judicial, con el fin de mejorar la 
eficiencia del servicio público y garantizar el acceso 
permanente y efectivo al servicio público esencial 
de los colombianos a la administración de Justicia.

Artículo 2°. Descanso remunerado por vacacio-
nes. Los funcionarios y empleados de la Rama Ju-
dicial tienen derecho al descanso remunerado por el 
término de quince (15) días hábiles consecutivos de 
vacaciones individuales, por cada año de servicio.

Artículo 3°. Encargo por vacaciones. Las vaca-
ciones de los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial se designará por encargo a la persona que 
ocupe el primer puesto de la lista de elegibles, o al 
funcionario o empleado que cumpla efectivamen-
te con los requisitos del cargo del correspondiente 
despacho judicial.

Cuando no sea posible designar en encargo a 
alguien del correspondiente despacho judicial y no 
se cuente con una lista de elegibles se realizará una 
certificación previa al Consejo Seccional de la Ju-
dicatura y Sala Administrativa de la situación, para 
que la respectiva Dirección Seccional incluya den-
tro del proyecto de presupuesto del año siguiente, 
la asignación de recursos que permitan efectuar el 
nombramiento en provisionalidad de sus reempla-
zos.

Artículo 4°. Planificación y gestión del descanso 
por vacaciones. Las vacaciones deberán concederse 
de oficio o a petición del interesado por el Conse-
jo Seccional de la Judicatura del respectivo distrito 
judicial el cual realizará la programación de turnos 
de vacaciones teniendo como prioridad la de los 
funcionarios judiciales que tienen mayor número 
de periodos acumulados de vacaciones sin afectar la 
continuidad de la prestación del servicio público de 
Administración de Justicia.

Los funcionarios y empleados de la Rama Judi-
cial deberán hasta el primer día hábil del mes de 

febrero de cada año, reportar la programación de 
vacaciones correspondientes al siguiente año ante el 
Consejo Seccional de la Judicatura, Sala Adminis-
trativa y Dirección Seccional del respectivo distrito 
judicial.

Una vez concedidas y reconocidas las vacacio-
nes a los funcionarios y empleados públicos de la 
Rama Judicial no habrá lugar a su aplazamiento.

Artículo 5°. Régimen de transición. Las vaca-
ciones de los empleados y funcionarios de la Rama 
Judicial que se vienen desempeñando en el cargo, 
seguirán siendo reconocidas en la forma en que se 
viene haciendo hasta el 10 de enero de 2013.

Artículo 6°. Vigencia. La presente ley rige a par-
tir de su promulgación y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias.

Cordialmente,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Antecedentes
Esta iniciativa fue presentada fue presentada a 

consideración del Congreso de la República, fue 
remitida a la Comisión Séptima del Senado de la 
República, fueron designados ponentes de la mis-
ma los honorables Senadores Mauricio Ospina y 
Édison Delgado, respecto de la misma fue presen-
tada ponencia positiva para primer debate, pero la 
misma fue archivada por vencimiento de términos.

Las vacaciones de la Rama Judicial
Las vacaciones de la Rama Judicial, son compe-

tencia de la Sala Administrativa del Consejo Supe-
rior de la Judicatura, ordenadas mediante el artículo 
146 de la Ley 270 de 1996 Estatutaria de la Rama 
Judicial.

SALA ADMINISTRATIVA1

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA
FUNCIONES

Artículo 85, Ley 270 de 1996:
Corresponde a la Sala Administrativa del Conse-

jo Superior de la Judicatura:
1. Laborar el proyecto de presupuesto de la Rama 

Judicial que deberá remitirse al Gobierno Nacional, 
el cual deberá incorporar el proyecto que proponga 
la Fiscalía General de la Nación.

2. Elaborar el proyecto de Plan Sectorial de De-
sarrollo para la Rama Judicial, con su correspon-
diente Plan de Inversiones y someterlo a la aproba-
ción del Consejo en Pleno.

3. Autorizar la celebración de contratos y con-
venios de cooperación e intercambio que deban 
celebrarse conforme a la Constitución y las leyes 
1	 http://www.ramajudicial.gov.co/csj/publicaciones/csj/

categoria/228/Funciones
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para asegurar el funcionamiento de sus programas 
y el cumplimiento de sus fines, cuya competencia 
corresponda a la Sala conforme a la presente ley.

4. Aprobar los proyectos de inversión de la Rama 
Judicial.

5. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, 
transformar y suprimir Tribunales, las Salas de es-
tos y los Juzgados, cuando así se requiera para la 
más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades di-
ferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos.

6. Fijar la división del territorio para efectos ju-
diciales, tomando en consideración para ello el me-
jor servicio público.

7. Determinar la estructura y la planta de perso-
nal del Consejo Superior de la Judicatura. En ejerci-
cio de esta atribución el Consejo no podrá estable-
cer con cargo al Tesoro, obligaciones que excedan 
el monto global fijado para el respectivo servicio en 
la ley de apropiaciones iniciales.

8. Designar a los empleados de la Sala cuya pro-
visión según la ley no corresponda al Director Eje-
cutivo de Administración Judicial.

9. Determinar la estructura y las plantas de perso-
nal de las Corporaciones y Juzgados. Para tal efecto 
podrá crear, suprimir, fusionar y trasladar cargos en 
la Rama Judicial, determinar sus funciones y seña-
lar los requisitos para su desempeño que no hayan 
sido fijados por la ley.

En ejercicio de esta atribución el Consejo no po-
drá establecer a cargo del tesoro obligaciones que 
excedan el monto global fijado para el respectivo 
servicio en la ley de apropiaciones iniciales.

10. Enviar a la Corte Suprema de Justicia y al 
Consejo de Estado listas superiores a cinco candi-
datos para proveer las vacantes de Magistrados que 
se presenten en estas Corporaciones.

11. Elaborar y presentar a la Corte Suprema de 
Justicia y al Consejo de Estado listas para la desig-
nación de Magistrados de los respectivos Tribuna-
les, de conformidad con las normas sobre carrera 
judicial.

12. Dictar los reglamentos relacionados con la 
organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos.

13. Regular los trámites judiciales y administra-
tivos que se adelanten en los despachos judiciales, 
en los aspectos no previstos por el legislador.

14. Cuando lo estime conveniente, establecer 
servicios administrativos comunes a los diferentes 
despachos judiciales.

15. Declarar la urgencia manifiesta para contratar 
de acuerdo con el estatuto de contratación estatal.

16. Dictar los reglamentos sobre seguridad y 
bienestar social de los funcionarios y empleados de 
la Rama Judicial, de acuerdo con las leyes que en la 
materia expida el Congreso de la República.

17. Administrar la Carrera Judicial de acuerdo 
con las normas constitucionales y la presente ley.

18. Realizar la calificación integral de servicios 
de los Magistrados de Tribunal.

19. Establecer indicadores de gestión de los des-
pachos judiciales e índices de rendimiento, lo mis-
mo que indicadores de desempeño para los funcio-
narios y empleados judiciales con fundamento en 
los cuales se realice su control y evaluación corres-
pondientes.

El Consejo adoptará como mínimo los siguientes 
indicadores básicos de gestión: congestión, retraso, 
productividad y eficacia.

20. Regular, organizar y llevar el Registro Na-
cional de Abogados y expedir la correspondiente 
Tarjeta Profesional, previa verificación de los requi-
sitos señalados por la ley.

21. Establecer el régimen y la remuneración de 
los Auxiliares de la Justicia.

22. Reglamentar la carrera judicial.
23. Elaborar y desarrollar el plan de formación, 

capacitación, y adiestramiento de los funcionarios y 
empleados de la Rama Judicial.

24. Coadyuvar para la protección y seguridad 
personal de los funcionarios y de la Rama Judicial.

25. Designar al Director de la Escuela Judicial 
“Rodrigo Lara Bonilla”.

26. Fijar los días y horas de servicio de los des-
pachos judiciales.

27. Aprobar los reconocimientos y distinciones 
que se otorguen a los funcionarios y empleados de 
la Rama Judicial por servicios excepcionales presta-
dos en favor de la Administración de Justicia.

28. Llevar el control del rendimiento y gestión 
institucional de la Corte Constitucional, de la Cor-
te Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de 
la Fiscalía General de la Nación. Para tal efecto, 
practicará visitas generales a estas corporaciones y 
dependencias, por lo menos una vez al año, con el 
fin de establecer el estado en que se encuentra el 
despacho de los asuntos a su cargo y procurar las so-
luciones a los casos de congestión que se presenten.

29. Elegir al Auditor del Consejo, para un período 
de dos (2) años. El Auditor no podrá ser reelegido y 
sólo podrá ser removido por causal de mala conducta.

30. Las demás que le señale la ley.
La iniciativa legislativa tiene un valor muy im-

portante de reflexión alrededor de lo que significa 
la eficiencia (ver Gráfico N° 1) de la administración 
judicial, de la planificación del presupuesto de la 
rama, del manejo del talento humano, suficiente y 
bien focalizado en lo concerniente a la gestión del 
acceso al derecho fundamental y permanente de los 
colombianos a la Administración de Justicia, como 
función pública estatal de naturaleza esencial.

Gráfico N° 1
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La demanda de servicios de justicia tiene un 
comportamiento creciente en el tiempo, registrando 
un crecimiento del 205% entre 1993 y 2011 sien-
do de 2.271.3802 el inventario final de procesos del 
año pasado. Los inventarios finales sin trámites del 
2011 fueron de 798.543 y los inventarios finales con 
trámite presentaron tan solo un descenso del 5% 
siendo de 1.472.837, (ver Tabla N° 1). Definitiva-
mente la tardanza en los trámites y la decisión de 
los procesos judiciales es la principal causa de in-
certidumbre legal3, el represamiento de expedientes 
judiciales que viene atrás no ha no permite visuali-
zar los logros en materia de descongestión que se 
vienen realizando.

Tabla N° 1

En relación al tema de la eficiencia es impor-
tante resaltar que según el Informe 2011 del CSJ al 
Congreso de la República, el presupuesto asignado 
en cada vigencia arrastra un déficit del 17% en pro-
medio desde el 2001, principalmente en la cuenta 
de Gastos de Inversión con un rezago del 57% (ver 
Tabla N° 2 y N° 3).

Tabla N° 2

Tabla N° 3

2	  Informe…
3	  Informe…

Gráfico N° 2
Dinero Destinado por Habitante  

al poder Judicial

Es importante reconocer que la Justicia en Colom-
bia requiere mayores recursos para su operación, pero 
también necesita mejores prácticas administrativas, 
de modelos de gestión, y especialmente de tecnolo-
gías de la información para un mejor funcionamiento 
y como también de una mejor estructura legal de los 
procedimientos. El Informe del Consejo Privado de 
Competitividad 2011-2012, nos demuestran que la 
ineficiencia de la justicia también es un problema de 
gestión del Talento Humano, ya que Colombia cuen-
ta con más jueces que Chile, Perú, Bolivia, Inglaterra 
y Francia, ver Gráfico N° 3.

Gráfico N° 3
Jueces por cada 100 mil habitantes

Algunas de las alternativas que plantea en infor-
me en mención para el mejoramiento de la gestión 
del talento humano en la Rama Judicial son: el me-
canismo de ingreso de funcionarios; socializando 
masivamente la apertura de concursos para acceder 
a los cargos, y la educación y evaluación de desem-
peño de los funcionarios; teniendo en cuenta que del 
total de registro de elegibles del CSJ, únicamente el 
3,2% cuenta con maestría, y el 0,1% con doctorado.

Por lo anterior en el Contexto de la propuesta lo 
más relevante en materia legislativa para la iniciati-
va son el Acto Legislativo número 07 de 2011 Sena-
do, acumulado con los Proyectos de Acto Legislati-
vos números 9 de 2011 Senado, 11 de 2011 Senado, 
12 de 2011 Senado y 13 de 2011 Senado y 143 de 
2011 Cámara, por la cual se reforman artículos de 
la Constitución Política con relación a la Adminis-
tración de Justicia y se dictan otras disposiciones.

1. Objeto
El objeto de la presente iniciativa legislativa es 

el de garantizar la eficiencia en el acceso al derecho 
fundamental y permanente de los colombianos de 
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acceder a la Administración de Justicia, como fun-
ción pública Estatal de naturaleza Esencial, median-
te la regulación del disfrute efectivo de Vacaciones 
Individuales para todos los funcionarios y emplea-
dos públicos de la Rama Judicial.

2. Fundamentos jurídicos
El proyecto de ley está en consonancia con los 

artículos 150, 1524, 154, 157, 158 de la Constitu-
ción Política referentes a su origen, competencia, 
formalidades de publicidad y unidad de materia.

El artículo 2045 de la Ley 270 de 1996 consa-
gra que hasta tanto se expida la ley ordinaria que 
regule la carrera judicial y establezca el régimen 
para las situaciones laborales administrativas de 
los funcionarios y empleados judiciales, continua-
rán vigentes, en lo pertinente el Decreto-ley 052 de 
1987 y Decreto número 1660 de 1978, siempre que 
sus (las) disposiciones (que) no sean contrarias a la 
Constitución Política y a la presente ley.

De igual manera de conformidad con la juris-
prudencia constitucional6 que afirma que en lo con-
cerniente a la estructura y principios sustanciales y 
procesales de la Administración de Justicia se deben 
regular a través de ley estatutaria, mientras que para 
los demás asuntos, el legislador ordinario conserva 
su competencia. La Corte Constitucional mediante 
la Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, re-
visó la exequibilidad del Proyecto de ley número 
58 de 1994 Senado y 264 de 1995 Cámara, en cum-
plimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la 
Constitución Política, y declaró CONDICIONAL-
MENTE EXEQUIBLE el artículo 204 del mismo, 
‘bajo las condiciones previstas en esta providencia’.

Expresa la Corte en la providencia:
‘De acuerdo con los artículos 125 y 150-23, le 

corresponde al legislador, a través de disposiciones 
de carácter ordinario, regular los aspectos propios 
del régimen de carrera en sus diferentes modalida-
des: administrativa, judicial, diplomática, etc. En lo 
que atañe a la carrera judicial, la Corte ha sostenido 
en la presente providencia que es propio de una ley 
estatutaria sobre administración de justicia encar-
garse de regular algunos aspectos básicos de dicho 
régimen, principalmente en lo que se refiere a los 
principios y criterios que deben imperar respecto de 
la vinculación, ascenso y retiro de funcionarios y 
empleados de la rama judicial. Con todo, lo anterior 
no significa, ni puede significar, que sea el proyecto 
bajo examen el encargado de regular en forma ínte-
gra todos los aspectos del sistema de carrera, pues 
para ello el Constituyente ha delegado esa respon-
sabilidad en el legislador ordinario (artículos 125 y 
150-23 C. P.). Significa lo expuesto, entonces, que 
para esta Corporación el Congreso de la República 
sí puede expedir una ley ordinaria sobre carrera ju-
dicial que se ocupe de los aspectos que no fueron 
regulados en la ley estatutaria sobre administración 
de justicia, aunque, atendiendo el régimen jerárqui-
co de las leyes, las disposiciones ordinarias que se 
expidan no podrán modificar, adicionar, reemplazar 
o derogar las normas contenidas en esta ley estatu-
4	 Cláusula de Reserva de la Ley Estatutaria.
5	 http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/

ley/1996/ley_0270_1996_pr006.html#204
6	 Sentencias C-643 y C-368 de 2011.

taria, pues para ello deberá someterse la respectiva 
ley al trámite previsto en los artículos 152 y 153 de 
la Carta Política.

De otra parte, estima la Corte que la alusión 
que el artículo hace a los Decretos números 052 de 
1987 y 1660 de 1978 –los cuales deberán aplicar-
se únicamente en lo pertinente–, no significa per sé 
que esas normas se encuentren derogadas a la luz 
del artículo transitorio 21 de la Carta Política. Para 
llegar a la anterior conclusión, sería necesario anali-
zar la normatividad existente sobre carrera judicial 
y advertir si las nuevas disposiciones han deroga-
do las citadas normas. Esa labor, como es natural, 
no responde a las atribuciones propias de la Corte 
Constitucional y deberá ser realizada por las autori-
dades competentes, dentro del estudio de cada caso 
en concreto. Con todo, conviene advertirlo, el he-
cho de que la norma bajo examen haga alusión a de-
cretos de carácter reglamentario –como el 1660 de 
1978–, no significa por ese sólo motivo que se cam-
bie o se modifique la naturaleza jurídica del mismo.

2.1 El acceso a la Justicia
2.2 El Preámbulo de la Declaración Universal 

de Derechos Humanos considera “que la libertad, 
la justicia y la paz en el mundo tienen por base el 
reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los 
derechos iguales e inalienables de todos los miem-
bros de la familia humana…”.

Artículo 8°. Toda persona tiene derecho a un re-
curso efectivo ante los tribunales nacionales com-
petentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la consti-
tución o por la ley.

De una manera más precisa la Convención Ame-
ricana de Derechos Humanos7 en sus artículos 8° 
(Garantías Judiciales), 24 (igualdad ante la ley) y 25 
(protección judicial) consagran lo siguiente respec-
tivamente:

Toda persona tiene derecho a ser oída, con las 
debidas garantías y dentro de un plazo razonable, 
por un juez o autoridad competente, independiente 
e imparcial, establecida con anterioridad por la ley, 
en la sustanciación de cualquier acusación penal 
formulada contra ella, o para la determinación de 
sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, 
fiscal o de cualquier otro carácter.

Es claro que los Estados no deben obstaculizar el 
acceso de las personas a la justicia, cualquier medi-
da de tipo estatal que este caso de tipo administra-
tivo se considera contraria a la norma.

Acerca de la igualdad y los recursos consagra lo 
siguiente:

Artículo 24. Igualdad ante la ley.
Todas las personas son iguales ante la ley. En 

consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a 
igual protección de la ley.

Artículo 25. Protección Judicial.
1. Toda persona tiene derecho a un recurso senci-

llo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante 
los jueces o tribunales competentes, que la ampare 
contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 
Convención, aun cuando tal violación sea cometida 
7	 http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/b-32.html
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por personas que actúen en ejercicio de sus funcio-
nes oficiales.

2. Los Estados Partes se comprometen:
a) a garantizar que la autoridad competente pre-

vista por el sistema legal del Estado decidirá sobre 
los derechos de toda persona que interponga tal re-
curso;

b) a desarrollar las posibilidades de recurso ju-
dicial, y

c) a garantizar el cumplimiento, por las autori-
dades competentes, de toda decisión en que se haya 
estimado procedente el recurso.

En el Plano Estatal, nuestra Constitución Política 
es muy clara en sus órdenes.

Artículo 93. Los tratados y convenios interna-
cionales ratificados por el Congreso, que reconocen 
los derechos humanos y que prohíben su limitación 
en los estados de excepción, prevalecen en el orden 
interno.

Los derechos y deberes consagrados en esta Car-
ta, se interpretarán de conformidad con los Tratados 
Internacionales sobre Derechos Humanos ratifica-
dos por Colombia.

<Incisos 3° y 4° adicionados por el artículo 1° 
del Acto Legislativo número 2 de 2001. El nuevo 
texto es el siguiente:>

El Estado colombiano puede reconocer la juris-
dicción de la Corte Penal Internacional en los tér-
minos previstos en el Estatuto de Roma adoptado 
el 17 de julio de 1998 por la Conferencia de Pleni-
potenciarios de las Naciones Unidas y, consecuen-
temente, ratificar este tratado de conformidad con 
el procedimiento establecido en esta Constitución.

La admisión de un tratamiento diferente en ma-
terias sustanciales por parte del Estatuto de Roma 
con respecto a las garantías contenidas en la Cons-
titución tendrá efectos exclusivamente dentro del 
ámbito de la materia regulada en él.

Artículo 1168. <Artículo modificado por el artí-
culo 1° del Acto Legislativo número 3 de 2002> La 
Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, 
el Consejo de Estado, el Consejo Superior de la Ju-
dicatura, la Fiscalía General de la Nación, los Tribu-
nales y los Jueces, administran Justicia. También 
lo hace la Justicia Penal Militar.

Artículo 209. La función administrativa está al 
servicio de los intereses generales y se desarrolla 
con fundamento en los principios de igualdad, mo-
ralidad, eficacia, economía, celeridad, imparciali-
dad y publicidad, mediante la descentralización, la 
delegación y la desconcentración de funciones.

Las autoridades administrativas deben coordi-
nar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento 
de los fines del Estado. La administración pública, 
en todos sus órdenes, tendrá un control interno que 
se ejercerá en los términos que señale la ley.

Artículo 228. La Administración de Justicia es 
función pública. Sus decisiones son independien-
tes. Las actuaciones serán públicas y permanentes 
con las excepciones que establezca la ley y en ellas 
prevalecerá el derecho sustancial. Los términos 
8	 http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/cp/

constitucion_politica_1991_pr003.html#116

procesales se observarán con diligencia y su incum-
plimiento será sancionado. Su funcionamiento será 
desconcentrado y autónomo.

Artículo 229. Se garantiza el derecho de toda 
persona para acceder a la Administración de Jus-
ticia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin 
la representación de abogado.

Artículo 365. Los servicios públicos son inhe-
rentes a la finalidad social del Estado. Es deber del 
Estado asegurar su prestación eficiente a todos los 
habitantes del territorio nacional.

Los servicios públicos estarán sometidos al ré-
gimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados 
por el Estado, directa o indirectamente, por comuni-
dades organizadas, o por particulares. En todo caso, 
el Estado mantendrá la regulación, el control y la 
vigilancia de dichos servicios. Si por razones de so-
beranía o de interés social, el Estado, mediante ley 
aprobada por la mayoría de los miembros de una 
y otra cámara, por iniciativa del Gobierno decide 
reservarse determinadas actividades estratégicas o 
servicios públicos, deberá indemnizar previa y ple-
namente a las personas que en virtud de dicha ley, 
queden privadas del ejercicio de una actividad lícita.

Artículo 366. El bienestar general y el mejora-
miento de la calidad de vida de la población son 
finalidades sociales del Estado. Será objetivo fun-
damental de su actividad la solución de las necesi-
dades insatisfechas de salud, de educación, de sa-
neamiento ambiental y de agua potable.

Para tales efectos, en los planes y presupuestos 
de la Nación y de las entidades territoriales, el gasto 
público social tendrá prioridad sobre cualquier otra 
asignación.

Los mandatos de la Constitución Política han 
sido reiterados por las siguientes leyes:

Ley 270 de 1996 Ley Estatutaria de la Admi-
nistración de Justicia

Artículo 4°. Celeridad y oralidad. <Artículo mo-
dificado por el artículo 1° de la Ley 1285 de 2009. 
El nuevo texto es el siguiente:>

<Incisos 1° y 2° CONDICIONALMENTE exe-
quibles> La Administración de Justicia debe ser 
pronta, cumplida y eficaz en la solución de fondo de 
los asuntos que se sometan a su conocimiento. Los 
términos procesales serán perentorios y de estricto 
cumplimiento por parte de los funcionarios judicia-
les. Su violación injustificada constituye causal de 
mala conducta, sin perjuicio de las sanciones pena-
les a que haya lugar. Lo mismo se aplicará respecto 
de los titulares de la función disciplinaria.

Las actuaciones que se realicen en los procesos 
judiciales deberán ser orales con las excepciones 
que establezca la ley. Esta adoptará nuevos estatutos 
procesales con diligencias orales y por audiencias, 
en procura de la unificación de los procedimientos 
judiciales, y tendrá en cuenta los nuevos avances 
tecnológicos.

Parágrafo transitorio. <Parágrafo CONDICIO-
NALMENTE exequible> Autorízase al Gobier-
no Nacional para que durante los próximos cuatro 
años incluya en el presupuesto de rentas y gastos 
una partida equivalente hasta el 0.5% del Producto 
Interno Bruto de acuerdo con las disponibilidades 
presupuestales, el Marco Fiscal de Mediano Plazo y 
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el Marco de Gastos, para desarrollar gradualmente 
la oralidad en todos los procesos judiciales que de-
termine la ley y para la ejecución de los planes de 
descongestión.

Artículo 5°. Autonomía e independencia de la 
Rama Judicial. La Rama Judicial es independiente 
y autónoma en el ejercicio de su función constitu-
cional y legal de administrar justicia.

Ningún superior jerárquico en el orden adminis-
trativo o jurisdiccional podrá insinuar, exigir, deter-
minar o aconsejar a un funcionario judicial para im-
ponerle las decisiones o criterios que deba adoptar 
en sus providencias.

Artículo 12. Del ejercicio de la función jurisdic-
cional por la Rama Judicial. <Artículo modificado 
por el artículo 5° de la Ley 1285 de 2009. El nuevo 
texto es el siguiente:> La función jurisdiccional se 
ejerce como propia y habitual y de manera perma-
nente por las corporaciones y personas dotadas de 
investidura legal para hacerlo, según se precisa en 
la Constitución Política y en la presente Ley Esta-
tutaria.

Artículo 125. De los servidores de la Rama Judi-
cial según la naturaleza de sus funciones. Tienen la 
calidad de funcionarios los Magistrados de las Cor-
poraciones Judiciales, los Jueces de la República y 
los Fiscales. Son empleados las demás personas que 
ocupen cargos en las Corporaciones y Despachos 
Judiciales y en los órganos y entidades administrati-
vas de la Rama Judicial.

La administración de justicia es un servicio 
público esencial.

Artículo 146. Vacaciones. Las vacaciones de los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial serán 
colectivas, salvo las de los de la Sala Administrati-
va de los Consejos Superiores y Seccionales de la 
Judicatura, las de los Tribunal Nacional, las de los 
Juzgados Regionales mientras existan, de Menores, 
Promiscuos de Familia, Penales Municipales y de 
Ejecución de Penas; y las de los de la Fiscalía y el 
Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses.

Las vacaciones individuales serán concedidas 
de acuerdo con las necesidades del servicio por la 
Sala Administrativa del Consejo Superior y Seccio-
nales de la Judicatura por la Sala de Gobierno del 
respectivo Tribunal a los Jueces y por el respectivo 
nominador en los demás casos, por un término de 
veintidós días continuos por cada año de servicio.

Decreto número 1400 de 1970. Por los cuales se 
expide el Código de Procedimiento Civil.

Artículo 121. Términos de días, meses y años. 
<Artículo modificado por el artículo 1°, numeral 65 
del Decreto número 2282 de 1989. El nuevo texto 
es el siguiente:> En los términos de días no se toma-
rán en cuenta los de vacancia judicial, ni aquellos 
en que por cualquier circunstancia permanezca ce-
rrado el despacho.

Los términos de meses y de años se contarán 
conforme al calendario.

LEY 1095 DE 2006. Por la cual se reglamenta el 
artículo 30 de la Constitución Política.

Artículo 1°. Definición. <Artículo CONDICIO-
NALMENTE exequible> El Hábeas Corpus es un 

derecho fundamental y, a la vez, una acción cons-
titucional que tutela la libertad personal cuando al-
guien es privado de la libertad con violación de las 
garantías constitucionales o legales, o esta se pro-
longue ilegalmente. Esta acción únicamente podrá 
invocarse o incoarse por una sola vez y para su de-
cisión se aplicará el principio pro hómine. El Há-
beas Corpus no se suspenderá, aun en los Estados 
de Excepción.

Artículo 3°. Garantías para el ejercicio de la 
acción constitucional de Hábeas Corpus. Quien es-
tuviera ilegalmente privado de su libertad tiene de-
recho a las siguientes garantías:

1. Invocar ante cualquier autoridad judicial com-
petente el Hábeas Corpus para que este sea resuelto 
en un término de treinta y seis (36) horas.

2. A que la acción pueda ser invocada por terce-
ros en su nombre, sin necesidad de mandato alguno.

3. A que la acción pueda ser invocada en cual-
quier tiempo, mientras que la violación persista.

Para ello, dentro de los tres (3) meses siguien-
tes a la entrada en vigencia de la presente ley, el 
Consejo Superior de la Judicatura reglamentará un 
sistema de turnos judiciales para la atención de las 
solicitudes de Hábeas Corpus en el país, durante las 
veinticuatro (24) horas del día, los días feriados y 
las épocas de vacancia judicial.

4. A que la actuación no se suspenda o aplace 
por la interposición de días festivos o de vacancia 
judicial.

La jurisprudencia hace una detallada filigrana de 
la interpretación de las normas, para lo cual citamos 
esta sentencia que a nuestra consideración resume 
con claridad el conflicto entre la continuidad del 
servicio y la garantía de la prestación del servicio 
esencial y acceso a la administración de justicia y la 
vacancia judicial.

Sentencia T-1165 de 20039

ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA-Continuidad en la prestación

El artículo 228 de la Carta Fundamental obliga 
a que el ejercicio de la función pública de adminis-
trar justicia y, por lo mismo, las distintas actuacio-
nes que sean indispensables para cumplir con su 
finalidad de preservar el orden económico y social 
justo, deben ajustarse al principio de continuidad, 
es decir, exigen de los funcionarios vinculados a la 
Rama Judicial la obligación de prestar el servicio 
de justicia en forma permanente y regular, sin inte-
rrupciones en el tiempo ni en el espacio, salvo las 
excepciones que establezca la ley. Así, por ejemplo, 
el derecho procesal crea la figura del juez natural, 
como una garantía constitucional de la jurisdicción 
(artículo 29) destinada a asegurar que cualquier 
conflicto que se presente dentro de la sociedad, ten-
drá siempre dispuesta una autoridad judicial para 
su solución. No sobra advertir, entonces, que el ar-
tículo 16 del Código de Procedimiento Civil, en de-
sarrollo del citado principio, le otorga a los Jueces 
Civiles del Circuito en primera instancia, una com-
petencia residual, en virtud de la cual conoce de 
“los demás procesos que no estén atribuidos a otro 
9	 http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2003/ 

T-1165-03.htm
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juez”. Esa obligación de mantener la permanencia 
de la jurisdicción como medio preponderante den-
tro del Estado de Derecho, para garantizar el cum-
plimiento de los fines esenciales que le competen a 
dicha organización política (artículo 2° Superior), 
reclama, adicionalmente, la adopción de otras me-
didas por parte del Constituyente y del legislador, 
en aras de velar por la efectiva continuidad en su 
prestación.

La jurisprudencia constitucional también ha sido 
enfática en sostener que, en todo caso, la compe-
tencia asignada a las autoridades judiciales para in-
terpretar y aplicar las normas jurídicas, fundada en 
el principio de autonomía e independencia judicial, 
no es en ningún caso absoluta. Por tratarse de una 
atribución reglada, emanada de la función pública 
de administrar justicia, la misma se encuentra limi-
tada por el orden jurídico preestablecido y, princi-
palmente, por los valores, principios, derechos y 
garantías que identifican al actual Estado Social de 
Derecho.

Así, a manera de ejemplo, en Sentencia SU-1185 
de 2001 (M. P. Rodrigo Escobar Gil), esta Corpora-
ción manifestó:

“Los mandatos contenidos en los artículos 228 y 
230 del Estatuto Superior, en los que se dispone que 
la administración de justicia es autónoma y que los 
jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al 
imperio de la ley, deben ser armonizados y concilia-
dos con el artículo 1° de la Carta que propugna por 
la promoción y protección de la dignidad humana, 
con el artículo 2° del mismo ordenamiento que le 
impone a todos los órganos del Estado, incluidas 
las autoridades judiciales, la obligación de garan-
tizar los derechos, deberes y libertades de todas las 
personas residentes en Colombia, y con el artículo 
13 Superior que consagra, entre los presupuestos 
de aplicación material del derecho a la igualdad, la 
igualdad frente a la ley y la igualdad de protección 
y trato por parte de las autoridades públicas...”.

En consecuencia, la autonomía en la interpreta-
ción judicial adquiere legitimidad en el ámbito de 
un Estado Social de Derecho, cuando se ajusta a los 
cánones previamente expuestos, y en últimas, per-
mite el logro eficaz de los fines propios de la orga-
nización estatal, entre los cuales se destacan la efec-
tividad de los principios y derechos consagrados en 
la Constitución, la vigencia de un orden justo y el 
respeto de la dignidad humana (artículo 2° C. P.). 
Razón por la cual, esta Corte ha sostenido que si 
bien “...es cierto que los jueces son independientes, 
(...) su independencia es para aplicar las normas, 
no para dejar de aplicar la Constitución (artículo 
230 de la C. P.). Un juez no puede invocar su inde-
pendencia para eludir el imperio de la ley, y mucho 
menos para no aplicar la ley de leyes, la norma su-
prema que es la Constitución...10

2.3 Análisis Jurídico – Descanso Remunerado
LA ASAMBLEA GENERAL DE NACIONES 

UNIDAS proclama la presente DECLARACIÓN 
UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS11 
como ideal común por el que todos los pueblos y 
10	 Auto número 071 de 2001. M. P. Manuel José Cepeda 

Espinosa.
11	 http://www.un.org/es/documents/udhr/index_print.shtml

naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los 
individuos como las instituciones, inspirándose 
constantemente en ella, promuevan, mediante la en-
señanza, la educación y su administración y proce-
dimientos, el respeto a estos derechos y libertades, 
y aseguren, por medidas progresivas de carácter na-
cional, su reconocimiento y aplicación. En relación 
con el tema del descanso declara lo siguiente:

Artículo 24.
Toda persona tiene derecho al descanso, al dis-

frute del tiempo libre, a una limitación razonable 
de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas 
pagadas.

En la revisión de los convenios internacionales 
ratificados12 por Colombia ante la Organización In-
ternacional del Trabajo (OIT) relacionados con el 
descanso remunerado o vacaciones pagadas de los 
trabajadores que logran soportar el objetivo de la 
iniciativa legislativa, encontramos los siguientes 
convenios técnicos:

C05213 - Convenio sobre las vacaciones paga-
das, 1936 (núm. 52)

Convenio relativo a las vacaciones anuales 
pagadas (Entrada en vigor: 22 septiembre 1939) 
Adopción: Ginebra, 20ª reunión CIT (24 junio 
1936) - Estatus: Instrumento que ha sido superado.

El artículo 2°, en su numeral 1 hace referencia 
al derecho a las vacaciones pagadas anuales de mí-
nimo seis (6) días laborales, después de un año de 
servicio continuo. Y con el objetivo de facilitar la 
aplicación efectiva del convenio el artículo 7° hace 
referencia a la inscripción en un registro según la 
forma aprobada por la autoridad competente de los 
siguiente: (a) la fecha en que entren a prestar servi-
cio sus empleados y la duración de las vacaciones 
anuales pagadas a que cada uno tenga derecho; (b) 
las fechas en que cada empleado tome sus vacacio-
nes anuales pagadas; (c) la remuneración recibida 
por cada empleado durante el período de vacacio-
nes anuales pagadas.

A pesar de ser un convenio técnico sobre vaca-
ciones pagadas del sector agricultor específicamen-
te, es importante resaltar lo considerado en su ar-
tículo 8°, teniendo en cuenta el argumento de las 
necesidades del servicio.

C101 - Convenio sobre las vacaciones pagadas 
(agricultura), 1952 (núm. 101)

Convenio relativo a las vacaciones pagadas en 
la agricultura (Entrada en vigor: 24 julio 1954) 
Adopción: Ginebra, 35ª reunión CIT (26 junio 
1952) - Estatus: Instrumento que ha sido superado 
(Convenios Técnicos).

Artículo 8°. Se considerará nulo todo acuerdo 
que implique el abandono del derecho a vacaciones 
anuales pagadas o la renuncia a las mismas.

Nuestra Constitución en lo referente a los Dere-
chos Fundamentales de los Trabajadores colombia-
nos consagra:
12	 http://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=1000:11200:

79394607053206::NO:11200:P11200_COUNTRY_
ID:102595

13	 http://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXP
UB:12100:79394607053206::NO:12100:P12100_INS-
TRUMENT_ID:312197:NO
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Artículo 53. El Congreso expedirá el Estatuto 
del Trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuen-
ta por lo menos los siguientes principios mínimos 
fundamentales:

Igualdad de oportunidades para los trabajado-
res; remuneración mínima vital y móvil, proporcio-
nal a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad 
en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mí-
nimos establecidos en normas laborales; facultades 
para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y 
discutibles; situación más favorable al trabajador en 
caso de duda en la aplicación e interpretación de las 
fuentes formales de derecho; primacía de la reali-
dad sobre formalidades establecidas por los sujetos 
de las relaciones laborales; garantía a la seguridad 
social, la capacitación, el adiestramiento y el des-
canso necesario; protección especial a la mujer, a la 
maternidad y al trabajador menor de edad.

El Estado garantiza el derecho al pago oportuno 
y al reajuste periódico de las pensiones legales.

Los convenios internacionales del trabajo debi-
damente ratificados, hacen parte de la legislación 
interna.

La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de 
trabajo, no pueden menoscabar la libertad, la digni-
dad humana ni los derechos de los trabajadores.

Las vacaciones encuentran su fundamento le-
gal14 en las siguientes normas:

• Decreto número 3135 de 1968, por el cual se 
prevé la integración de la seguridad social entre el 
sector público y el privado y se regula el régimen 
prestacional de los empleados públicos y trabaja-
dores oficiales.

• Decreto número 1848 de 1969, por el cual se 
reglamenta el Decreto número 3135 de 1968.

• Decreto número 1045 de 1978, por el cual se 
fijan las reglas generales para la aplicación de las 
normas sobre prestaciones sociales de los emplea-
dos públicos y trabajadores oficiales del sector na-
cional.

• Decreto número 2150 de 1995, por el cual se 
suprimen y reforman regulaciones, procedimientos 
o trámites innecesarios existentes en la Administra-
ción Pública.

• Ley 995 de 2005, por medio de la cual se reco-
noce la compensación en dinero de las vacaciones a 
los trabajadores del sector privado y a los emplea-
dos y trabajadores de la administración pública en 
sus diferentes órdenes y niveles.

• Decreto número 404 de 2006, por el cual se 
dictan disposiciones en materia prestacional.

Las vacaciones son el descanso de quince días 
hábiles al que tiene derecho el empleado después de 
haber laborado durante un año en la respectiva enti-
dad, teniendo en cuenta que cuando se trabaja de lu-
nes a viernes, los días sábados no se cuentan como 
hábiles para el disfrute. Por expresa disposición de 
la norma que regula la materia sólo resulta viable la 
acumulación de las vacaciones hasta por dos años y 
siempre que ello obedezca a aplazamiento por nece-
sidades del servicio.
14	 Régimen Salarial y Prestacional de los empleados públi-

cos del orden territorial. DAFP mayo 2010.

Las vacaciones están concebidas como presta-
ción social y como una situación administrativa, la 
cual consiste en el reconocimiento en tiempo libre 
y en dinero a que tiene derecho todo empleado pú-
blico o trabajador oficial por haberle servido a la 
administración durante un (1) año, el monto de las 
mismas se liquidará con el salario devengado al mo-
mento de salir a disfrutarlas.

La jurisprudencia es más explícita sobre la natu-
raleza del descanso.

La naturaleza jurídica de las vacaciones15

La Sentencia C-019 de 2004, M. P.: Doctor JAI-
ME ARAÚJO RENTERÍA, 20 de enero 2004, res-
pecto de la naturaleza, sentido y fines de las vaca-
ciones en el régimen laboral colombiano, expuso:

De acuerdo con la Constitución Política el traba-
jo surge como uno de los hitos fundamentales del 
Estado Social de Derecho, el cual es un derecho y 
una obligación social, que de suyo goza en todas sus 
modalidades de la especial protección del Estado. 
Asimismo, considerando que toda persona tiene de-
recho a un trabajo digno, le corresponde al Estado 
promover las condiciones fácticas y jurídicas con-
ducentes a la libertad de oportunidades laborales, 
al respeto y cumplimiento de los derechos de los 
trabajadores, y por supuesto, le compete al Estado 
precaver y corregir cualquier desviación política, 
legislativa o judicial que pueda resultar lesiva de los 
derechos de los trabajadores en los ámbitos privado 
y estatal.

El ejercicio laboral comporta una remuneración 
que debe ser consecuente con la cantidad y calidad 
del trabajo, sin que por otra parte pueda tomarse el 
salario como el componente que agota el universo 
compensatorio a que tienen derecho los empleados. 
Antes bien, advirtiendo que la relación laboral tras-
ciende con creces los linderos meramente económi-
cos, el derecho al descanso aparece como un impe-
rativo reconocido históricamente por las diferentes 
legislaciones del mundo, merced a la lucha que los 
asalariados han protagonizado desde los albores del 
régimen de producción capitalista.

La conquista de los trabajadores en torno a un 
horario predeterminado para la realización de sus 
labores, engendró a su vez el derecho al descanso 
diario, de suerte tal que, de una parte se fue raciona-
lizando el número de horas de trabajo en aras de una 
utilización menos gravosa de la fuerza de trabajo 
empleada por el patrono, y por tanto, en beneficio 
del trabajador mismo; y de otra, esa limitación de 
la jornada laboral permitió la apertura de un mayor 
espacio para que el trabajador pudiera reparar sus 
fuerzas, compartir más momentos con su familia y, 
de ser posible, abordar actividades lúdicas en prove-
cho de su corporeidad y de su solaz espiritual.

Por ello mismo, pese a las restricciones propias 
de la relación laboral, actualmente, el derecho al 
descanso conviene entenderlo como la oportunidad 
que se le otorga al empleado para reparar sus fuer-
15	 Expediente número 2011 00357 00. Actor LUCY DA-

MAR MARTÍNEZ PEÑA. Demandado DIRECCIÓN 
EJECUTIVA SECCIONAL DE ADMINISTRACIÓN 
JUDICIAL DE POPAYÁN. Acción TUTELA. http://
dianalopez.com.co/estados/boletines/boletin_2_2011/
documentos/20110035700.pdf.
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zas intelectuales y materiales, para proteger su salud 
física y mental, para compartir con su familia mayo-
res y mejores espacios de encuentro fraternal, para 
abordar actividades idóneas al solaz espiritual, para 
incursionar más en la lectura y el conocimiento, y, a 
manera de posibilidad estética, para acercarse pau-
latinamente al hacer artístico en sus múltiples ma-
nifestaciones. Sin desconocer que tales propósitos 
requieren para su materialización de apoyos institu-
cionales que envuelven lo económico, al igual que 
el aporte personal que cada cual pueda y quiera ha-
cer en pro de sus intereses y de la familia de la cual 
forme parte. En todo caso, dado que el derecho al 
descanso es un derecho fundamental, se impone en 
cabeza del Estado proveer a su realización práctica 
a través de sus políticas, de su legislación, de la eje-
cución de ésta, y por supuesto, al tenor de la función 
controladora.

4. Consideraciones finales
Teniendo en cuenta el análisis jurídico tanto del 

acceso a la justicia como del derecho fundamental al 
descanso de los trabajadores, la presente iniciativa 
legislativa se ajusta a la legalidad, es conveniente, 
pertinente y busca garantizar el acceso a la igualdad, 
a la justicia16, el derecho al trabajo, al descanso, a la 
salud, reconocidos como Derechos Humanos Uni-
versales y como Derechos Fundamentales en nues-
tra Constitución Política.

En definitiva de la Administración de Justicia de-
penderá la legitimidad real del derecho, es el límite 
donde los ciudadanos evidencian si sus derechos 
efectivamente son garantizados. El Servicio público 
de justicia debe caracterizarse por su continuidad y 
el Estado debe asegurar los mecanismos de adapta-
ción del servicio a las nuevas realidades del país en 
términos demográficos, socioeconómicos, políticos 
e institucionales.

Con fundamento en las anteriores consideracio-
nes pongo a consideración del Congreso de la 
Republica nuevamente la presente iniciativa.

Cordialmente,

SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(Arts. 139 y s.s. Ley 5ª de 1992)
El día 30 del mes de julio del año 2014, se radicó 

en este despacho el Proyecto de ley número 36 de 
2014, con todos y cada uno de los requisitos cons-
titucionales y legales, por honorables Senadores 
Carlos Enrique Soto Jaramillo, Manuel Enríquez, 
16	 Artículos 228 y 229 Constitución Política 1990.

Jimmy Chamorro, Milton Rodríguez, Mauricio 
Lizcano, Maritza Martínez.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 30 de julio de 2014
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto 

de ley número 36 de 2014 Senado, por la cual se esta-
tuyen las vacaciones individuales de la Rama Judicial, 
me permito pasar a su Despacho el expediente de la 
mencionada iniciativa que fue presentada en el día de 
hoy ante Secretaría General por los honorables Sena-
dores Carlos Enrique Soto, Manuel Enríquez, Jimmy 
Chamorro, Milton Rodríguez, Mauricio Lizcano,  
Maritza Martínez. La materia de que trata el mencio-
nado proyecto de ley es competencia de la Comisión 
Séptima Constitucional Permanente, de conformidad 
con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 30 de julio de 2014
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la refe-
rencia a la Comisión Séptima Constitucional y envíese 
copia del mismo a la Imprenta Nacional, con el fin de 
que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la 

República,
José David Name Cardozo.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Gregorio Eljach Pacheco.
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